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MAGISTRADO: JOAQUiN

GONZÁLEZ CEREZO.

ROQUE

SEGRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA:

ANA MARíA ROMERO CAGIJAL.

Cuernavaca, Morelos, a veintinueve de mayo del dos mil

veinticuatro.

1. RESUMEN DE LA RESOLUCION

SENTENCIA DEFINITIVA que se emite dentro de los autos del

expediente número TJA/SaSERA/JDN -05612023, promovido

por   contra actos del

Tesorero Municipal del Ayuntamiento de Cuernavaca,

Morelos y otros; en la que se declara la nulidad lisa y llana

del acto impugnado consistente en la Audiencia Oral, con

número de folio , celebrada en Cuernavaca, Morelos, de

fecha de dieciocho de febrero del dos mil veintitrés, suscrito

por el Juez Cívico del Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos,
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; por ende la multa de fecha dieciocho

de febrero del dos mil veintitrés por la cantidad de 

  

cobrada por medio factura de pago (CFDI), serie  con folio

, con número de serie del certificado emisor

 de fecha dieciocho de febrero del

dos mil veintitrés, expedida por la Tesorería Municipal del

Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos; con su respectiva

actu'alización; con base en lo siguiente:

2. GLOSARIO

Parte actora:

Autoridades

demandadas:

1. Tesorero Municipal del

Ayuntamiento de Cuernavaca,

Morelos;

2. Juez Cívico del

Ayuntamiento de Cuernavaca,

Morelos, del Sector Satélite; y

3. María del Socorro Teresa

Vega Morales, Elemento de la

Policía Preventiva de

Cuernavaca, Morelos;

" ...La multa de fecha dieciocho de febrero
del dos mil veintitrés por Ia cantidad de

   
  (Sic.).

1. "...Audiencia oral, con número de folio
 Celebrada en Cuernavaca, Morelos,

de fecha dieciacho de febrero del dos mil
veintitrés, suscrito por el Juez Cívico Lic.

Acto lmpugnado:
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  que la demandada
exhibe en su escrito de contestación..."
(Sic.)

2. "...La multa de fecha dieciocho de
febrero del dos mil veintitrés por la
cantidad de  

    misma
que deriva del acta de audiencia oral
impugnada en el punto número uno del
presente capitulo..." (Sic.)

3. "...Certificación médica de folio , de
fecha dieciocho de febrero del dos mil
veintitrés, suscr¡fo por et  

.." (Sic.)

LJUSTICIAADVMAEMO: Ley de Justicia Administratiua del

Estado de Morelos. r

CPROCIVILEM: Código Procesal Civil del Estado

Libre y Soberano de Morelos.

Tribunal: Tribunal

Administrativa

Morelos.

Justicia

Esta'do de

de

del

3. ANTECEDENTES DEL CASO

1.- Con fecha diez de marzo del dos mil veintitrés,

compareció la parte actora, por su propio derecho ante este

Tribunal a promover Juicio de Nulidad, en fecha dieciocho de

abril del dos mil veintitrés, prev¡a subsanación a la prevención

que se le formuló del dieciséis de marzo de dos mil veintitrés,

se admitió su demanda; precisando como acto impugnado:

"...La multa de fecha dieciocho de febrero del dos mil veintitrés por Ia
cantidad de       

" (Sic.).

1 Publicada el tres de febrero de dos mil dieciséis en el Periódico Oficial "Tierra y Libertad" 5366,
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Con copias simples de la demanda y documentos que la

acompañaron, se ordenó emplazar a las autoridades

demandadas, para que en un plazo improrrogable de diez

días produjeran contestación a ta demanda instaurada en su

contra, con el apercibimiento de Ley.

2.- Por acuerdo de fecha veintinueve y treinta de mayo

de dos mil veintitrés, se le tuvo a las autoridades

demandadas, por contestada la demanda incoada en su

contra, dando vista a la parte actora manifestara lo que a su

derecho corresponda se anunció su derecho de ampliar su

demanda.

3.- Por acuerdo de fecha veintisiete de junio de dos mil

veintitrés, se tuvo a la demandante por desahogada la vista

citada en el párrafo que antecede.

4.- Con fecha diez de julio del dos mil veintitrés, se le

tuvo a la parte actora, por ampliada la demanda en contra de

los siguientes actos impugnados:

1. "...Audiencia oral, con número de folio 9. Celebrada en
Cuernavaca, Morelos, de fecha dieciocho de febrero del dos mil
veintitrés, suscrto por el Juez Cívico  que la
demandada exhibe en su escrito de contestación..." (Sic.)

2. "...La multa de fecha dieciocho de febrero del dos mil veintitrés por
la cantidad de       

 misma que deriva del acta de audiencia oral impugnada en el
punto número uno del presente capitulo..." (Sic.)

3. "...Certificación médica de folio  de fecha dieciocho de febrero
del dos mil veintitréq suscrifo por el ..."
(Sic.)

Con copias simples de la demanda y documentos que la

acompañaron, se ordenó emplazar a la autoridad demandada

, Elemento de la Policía
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Preventiva de Cuernavaca, para que en un plazo

improrrogable de diez días produjera contestación a la

demanda instaurada en su contra, con el apercibímiento de

Ley.

5.- Por acuerdo de fecha veinticuatro de agosto del dos

mil veintitrés, se le tuvo a la autoridad demandada  

 s, Elemento de la Policía

Preventiva de Cuernavaca, por contestada la ampliación de la

demanda incoada en su contra, dando vista a la parte actora

manifestara lo que a su derecho corresponda.

6.- Mediante proveído de fecha veintinueve de

septiembre de dos mil veintitrés, se le tuvo por desahogada

la vista otorgada a la parte actora, señalada en el numeral que

antecede.

7.- Con fecha primero de diciembre de dos mil

veintitrés, se procedió a abrir el periodo probatorio, por el

plazo común de cinco días, para que las partes ofrecieran las

pruebas, que a su derecho conviniera.

8.- Por acuerdo de fecha doce de enero del dos mil

veinticuatro, se declaró que las partes no habÍa ofrecido ni

ratificado sus pruebas. Sin embargo, para mejor proveer

fueron admitidas aquellas que obraban en autos.

9. Con fecha veintisiete de febrero del dos mil

veinticuatro, se llevó a cabo la audiencia de ley, se hizo

constar la incomparecencia de las partes y dado que las

documentales admitidas se desahogaban por su propia y

especial naturaleza y, al no haber incidente pendiente de
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resolver, se procedió a la etapa de alegatos, en la que se tuvo

por presentado a las autoridades demandadas y por perdido el

derecho a las parte actora; acto seguido se declaró cerrada la

instrucción, y se citó para a oír sentencia, la que se dicta al

tenor de los siguientes capítulos:

4. COMPETENCIA

Este Tribunal en Pleno es competente para conocer y resolver

el presente asunto; con fundamento en los artículos 116

fracción V de la Constitución Potítica de los Esfados tJnidos

Mexicanos, 109 bis de la Constitución Política det Estado Libre

y Soberano de ' Morelos, 1, 3, 7, 85, 86 y 89 de la

LJUSTICIAADVMAEMO; 1, 3 fracción lX, 4fraccón lll, 16, 16

inciso B) fracción ll, inciso a) y la disposición transitoria

segunda del decreto dos mÍl quinientos noventa y uno

publicado en el periódico oficial 5579 del dieciséis de febrero

del dos mil diecioeho, demás relativos y aplicables de la de la

LORGTJAEMO.

5. PRECISIÓN Y EXISTENCIA DE LOS ACTOS

IMPUGNADOS.

La parte actora señaló como acto irnpugnado en la

demanda:

"...La multa de fecha dieciocho de febrero del dos mil veintitrés por la
cantidad de       

 ." (Sic.).

Como actos impugnados en a la ampliación de la

demanda:

1. "...Audiencia oral, con número de folia  Celebrada en
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Cuernavaca, Morelos, de fecha dieciocho de febrero del dos mil
veintitrés, suscnlo por el Juez Cívico     que la
demandada exhibe en su escrito de contestación..." (Sic.)

2. "...La multa de fecha dieciocho de febrero del dos mit veintitrés por
la cantidad de        

, misma que deriva del acta de audiencia oral impugnada en el
punto número uno del presenfe capitulo..." (Sic.)

3. "...Certificación médica de folio , de fecha dieciocha de febrero
del dos mil veintitrés, suscnto por el ..."
(Sic.)

Respecto al acto impugnado que "hizo valer en la

demanda, tenemos que toda vez que la demanda debe

estudiarse en su integridad, resulta imporlante realizat Lln

análisis pormenorizado de la misma, para determinar con

exactitud la intención de la parte actora y de esta forma

armonizar los datos y los elementos que lo conforman.

Sirve de orientación a lo anterior, el siguiente criterio

jurisprudencial emitido por el Pleno de la Suprema Corte de

Justicia de la Nación, bajo el rubro y texto síguiente:

DEMANDA DE AMPARO. DEBE SER INTERPRETADA EN SU
INTEGRIDAD.2

Este Alto Tribunal, ha sustentado reiteradamente el criterio de que el
juzgador debe interpretar el escrito de demanda en su integridad, con
un sentido de liberalidad y no restrictivo, para determinar con
exactitud la intención del promovente y, de esta forma, armonizar los
datos y los elementos que lo conforman, sin cambiar su alcance y
contenido, a fin de impartir una recta administración de justicia

2 Epoca: Novena Epoca, Registro: 192O97,lnstancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente:
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo Xl, Abril de 2000, Materia(s): Común, Tesis: P.lJ.
40/2000, Página: 32 Amparo en revisión 546/95. José Chacalo Cohen y coags. 24 de abril de 1997.
Unanimidad de diez votos. Ausente: Mariano Azuela Güitrón. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García
Villegas. Secretario: Carlos Mena Adame; Amparo en revisión 1470196. Bancomer, S.A., Grupo Fiduciario.
24 de abril de 1997. Unanimidad de diez votos. Ausente: Mariano Azuela Güitrón. Ponente: Olga Sánchez
Cordero de García Villegas. Secretario: Carlos Mena Adame; Amparo en revisión 507/96. Bernardo Bolaños
Guerra. 12 de mayo de 1998. Mayoría de diez votos, once votos en relación con el criterio contenido en
esta tesis. Ponente: Guillermo l. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia; Amparo en
r.evisión3051197.MarcoAntonioPeñaVillaycoag. l9deoctubrede1999.Unanimidaddenuevevotos.
Ausentes: Presidente Genaro David Góngora Pimentel y José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: José
Vicente Aguinaco Alemán; en su ausencia hizo suyo el proyecto Juan Draz Romero. Secretaria: Martha
VelázquezJiménez; Amparo en revisión 1465/96. Abraham Dantus Solodkin y coag. 2'1 de octubre de 1999.
Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Guillermo l. Ortiz Mayagoitia.
Secretario: Marco Antonio Bello Sánchez; El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintisiete
de marzo en curso, aprobó, con el número 4012000,|a tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito
Federal, a veintisiete de marzo de dos mil.
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al dictar una sentencia que contenga la fijación clara y precisa
del acto o actos reclamados, conforme a lo dispr,esto en el artículo
77, fracción l, de la Ley de Amparo.

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

Tal es el caso del acto impugnado que se hizo valer en

la demanda, ya que la narración de los hechos se desprende

que el acto que ataca es:

La Audiencia oral, con número de folio  celebrada

en Cuernavaca, Morelos, de fecha dieciocho de

febrero del dos mil veintitrés, suscrita por el Juez

Cívico , mediante la cual

dicha autoridad le impuso una multa que ascendió a la

cantidad de   

Así tenemos que ese acto como los demás enunciados

en la ampliación de la demanda quedó acreditada su

existencia con las copias certificada de la Audiencia oral con

núnrero de folio de fecha dieciocho de febrero del dos mil

veintitrés; certificacíón médica con número de folio  de

fecha dieciocho del dos mil veintitrés, exhibida por la

autoridad demandada, que obran de la foja 51 a la 53 del

presente asunto; así como la factura impresa de fecha

dieciocho de febrero de dos mil veintitrés que corre agregada

a fojas 12 del presente asunto.

Documentales que se tienen por auténtica al no haber

sido objeto de impugnación en los términos establecidos en el
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artículo 593 y 604 de la LJUSTICIAADVMAEMO; y en lo
dispuesto por el artícu lo 4915 del cPRoclvlLEM, aplicabre

supletoriamente a la ley antes mencionada de conformidad a

su numeralT6, haciendo prueba plena.

6. PROCEDENCIA

3 Artículo 59. Las partes podrán impugnar la validez o autenticidad de los documentos
ofrecidos como prueba, en la propia contestación de la demanda, cuando hubiesen sido
exhibidos con el escrito inicial, o dentro del término de tres días contados a partir de la
fecha en el que el documento de que se trate se agregue a los autos.

4 Artículo 60. Cuando se impugne la validez o autenticidad de un documento, Ia
impugnación se tramitará en la vía incidental observándose en su caso lo siguiente:

l. Para tener por impugnado un documento, no bastará decir que se impugna, sino que
se deberá, fundamentar las causas de impugnación;
ll. En el mismo escrito en que se haga la impugnación deberán ofrecerse las pruebas
relacionadas con la misma;
lll. Del escrito de impugnación, se dará vista aloferente del documento impugnado, para
que dentro deltérmino de tres días hábiles manifieste lo que a su derecho corresponda;
al desahogar esta vista, el oferente deberá ofrecer a su vez, las pruebas que se
relacionen con la impugnación;
lV. Cuando el oferente del documento impugnado no desahogare la vista o no ofreciera
pruebas relacionadas con la impugnación se tendrán por ciertas las afirmaciones del
impugnante y el documento de que se trate no surtirá efecto probatorio alguno;
V. Desahogadala vista a que se refiere la fracción lll de este Artículo, las Salas citarán
a una audiencia a la que comparecerá, además de las partes, los peritos y testigos en
caso de haberse ofrecido las pruebas pericial o testimonial;
Vl. En la audiencia a que se refiere la fracción anterior se rendirán las declaraciones y
dictámenes respectivos y se dictará resolución;
Vll. La Sala tendrá la más amplia libertad para la apreciación de las pruebas en el
incidente de impugnación, basándose en los principios generales del derecho, la lógica
y la experiencia, y
Vlll. Si se declara la falsedad o falta de autenticidad del documento impugnado, éste se
tendrá por no ofrecido para todos los efectos legales correspondientes.
La resolución que se dicte en el incidente de impugnación no admite recurso alguno.

5 ARTICULO 491.- Valor probatorio pleno de los documentos públicos. Queda
exceptuada de la disposición anterior la apreciación de los documentos públicos
indubitables, los que tendrán valor probatorio pleno, y por tanto no se perjudicarán en
cuanto a su validez por las defensas que se aleguen para destruir la pretensión que en
ellos se funde.

6 Artículo 7. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal se sustanciarán y resolverán
con arreglo a los procedimientos que señala esta Ley. A falta de disposición expresa y
en cuanto no se oponga a lo que prevé este ordenamiento, se estará a lo dispuesto por
el Código Procesal Civil para el Estado Libre y Soberano de Morelos; en materia fiscal,
además a la Ley General de Hacienda del Estado de Morelos, el Código Fiscal del
Estado de Morelos, la Ley General de Hacienda Municipal del Estado de Morelos, y la
ley o decreto que crea un organismo descentralizado cuyos actos se impugnen; en
materia de responsabilidad de los servidores públicos a la ley estatal en la materia, en
lo que resulten aplicables.
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Las causales de improcedencia, por ser de orden público,

deben analizarse preferentemente las aleguen o no las partes,

de conformidad con lo dispuesto por el artículo 37 párrafo

último de la LJUSTICIAADVMAEMO, en relación con lo

sostenido en la siguiente tesis de jurisprudencia de aplicación

análoga y de observancia obligatoria para esta potestad en

términos de lo dispuesto en los artículos 215 y 217 de la Ley

de Amparo.

IMPROCEDENCIA. ESTUDIO PREFERENCIAL DE LAS CAUSALES
pREVrsrAS EN EL Rnrículo z3 DE LA LEy DE AMpARo'

De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 73 de
la Ley de Amparo las causales de improcedencia deben ser
examinadas de oficio y debe abordarse en cualquier instancia en que
el juicio se encuentre; de tal manera que si en la revisión se advierte
que existen otras causas de estudio preferente a la invocada por el
Juez para sobreseer, habrán de analizarse, sin atender razonamiento
alguno expresado por el recurrente. Esto es así corque si bien el
artículo 73 prevé diversas causas de improcedencia y todas ellas
conducen a decretar el sobreseimiento en eljuic.io, sin analizar el fondo
del asunto, de entre ellas existen algunas cuyo orden de importancia
amerita que se estudien de forma preferente. Una de estas causas es
la inobservancia al principio de definitividad que rige en el juicio de
garantías, porque si, efectivamente, no se atendió a ese principio, la
acción en sí misma es improcedente, pues se entiende que nc es éste
el momento de ejercitarla; y la actualización de este motivo conduce al
sobreseimiento total en el juicio. Así, si el Juez de Distrito para
sobreseer atendió a la causal propuesta por las responsables en el
sentido de que se consintió la ley reclamada y, por sl parte, consideró
de oficio que respecto de los restantes actos había dejado de existir su
objeto o materia; pero en revisión se advierte que existe otra de estudio
preferente (inobservancia al principio de definiüvidad) que daría lugar
al sobreseimiento total en el juício y que, por ello, resultarían
inatendibles los agravios que se hubieren hecho valer, lo procedente
es invocar tal motivo de sobreseimiento y con base en él confirmar la
sentencia, aun cuando por diversos motivos, al sustentado por el
referido Juez de Distrito.

Las autoridades demandadas opusieron la causal de

improcedencia, establecida en el artículo 38 fracción ll de la

LJUSTICIAADVMAEMO.

7 Tipo de documento: Jurisprudencia, Novena época, lnstancia: Primera Sala Fuente:
Semanário Judicialde la Federación y su Gaceta, Tomo: lX, Enero de 1999, Página: 13.
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Este Tribunal advierte que, respecto a los actos

impugnados antes descritos se actualiza la causal de

improcedencia a favor del Tesorero Municipal de

cuernavaca, Morelos y de la Policía Adscrita a la Dirección

de Policía Preventiva de la Secretaría de Protección y

Auxilio Ciudadano de Cuernavaca, Morelos; prevista en la

fracción XVI del artículo 378 de la LJUSTICIAADVMAEMO, la

cual dispone que el juicio de nulidad es improcedente en los

demás casos en que la improcedencia resulte de alguna

disposición de esta ley.

En este caso dicha improcedencia deriva de lo

dispuesto por el artículo 12 fracción ll inciso a) de la

LJUSTICIAADVMAEMO que establece que, son partes en el

presente juicio:

La autoridad omisa o la que dicte, ordene, ejecute o trate de ejecutar
el acto, resolución o actuación de carácter administrativo o fiscal
impugnados...

Porque como se aprecia de los actos impugnados antes

impresos fueron emitidos y firmados por 

en su calidad de Juez Cívico y el médico en turno  

, y no por el Tesorero Municipat

de Cuernavaca, Morelos ni de la Policía Adscrita a la
Dirección de Policía Preventiva de la Secretaría de

Protección y Auxilio Ciudadano de Cuernavaca, Morelos;

resultando inconcuso la actualización de la causal de

8 Artículo 37. Eljuicio ante el Tribunal de Justicia Administrativa es improcedente en
contra de: ...

XVl. Los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta
Ley.
XVII.

tI



improcedencia en estudio a favor de las autoridades antes

mencionadas.

Por otra pafte, este Pleno considera que se configura la

causal de improcedencia prevista en el numeral 37 fracción

XVe de la LJUSTICIAADVMAEMO, en relación con lo

dispuesto por los artículos 1 primer párrafo y 18 fracción,

apartado B, fracción ll, inciso a) de la LORGTJAEMO,

respecto al acto impugnado consistente en

3. "...Certificación médica de folio , de fecha dieciocho de febrero
del dos mil veintitrés, suscrito por el ...t'
(Sic.)

Por las siguientes consideraciones:

En el juicio de nulidad, los particulares vienen a

impugnar los actos o resoluciones, de carácter administrativo

o fiscal, emanados de dependencias dei poder ejecutivo del

Estado o de los ayuntamientos; es decir, acuden a esta

instancia jurisdiccional a impugnar los actos de autoridad que

afecten sus derechos o intereses legítimos.

La Enciclopedia Jurídica Mexicana señala que los actos

de autoridad:

"Son /os que ejecutan /as autoridades actuando en forma

individualizada, por medio Ce facultades dec.;son'as y el uso de la fuerza
pública, y que con base en dr'sposiciones legales o cie facto pretenden

e Artículo 37. Eljuicio ante el Tribunal de Justicia Administrativa es improcedente en

contra de:

XV. Actos o resoluciones de las depenJencias que no constituyan en sí mismos, actos
de autoridad, y
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imponer obligaciones, modificar las existenfes o limitar los derechos de
los particulares'40.

Según esta definicíón, son cuatro los elementos

necesarios para que exista el acto de autoridad:

A).- Una autoridad, entendida ésta como el órgano

del Estado investido legalmente de poder público y dotado de

imperio para hacer cumplir sus resoluciones.

B).- Actuando en forma individualizada, mediante

la emisión de actos o resoluciones respecto de casos

concretos, es decir, de individuos en lo particular.

C).- Con base en disposiciones legales, es decir,

con estricto apego a las atribuciones que la ley emitida por el

Leg islativo establece.

D).- Para imponer obligaciones, modificar las

existentes o limitar los derechos de los pafticulares.

Respecto de los actos de autoridad, señala el

artículo 16 Constitucional que:

'lladie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles
o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad
competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En
los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se
establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia
de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del
cumplimiento de lo previsto en este párrafo.

Aplicando el dispositivo constitucional al acto de

autoridad, vemos que es un mandamiento escrito por el cual

10 Enciclopedia Jurídica Mexicana, Tomo l, A-8. lnstituto de lnvestigaciones Jurídicas
Editorial Porrúa. Año 2002. Págs. '1 18 y 1 19.
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se establecen los lineamÍentos bajo los cuales se crean,

modifican o extinguen relaciones de derecho; que el acto de

autoridad debe estar expedido por una autoridad

competentell, el cual, al emitirlo, debe fundarl2 y motivarl3 la

causa legal de su proceder.

El acto de autoridad es un hecho intencional, voluntario,

positivo o negatÍvo, emitido por un órgano del Estado, de

hecho (facto) o de derecho (iure), con facultades de decisión o

de ejecución, o de ambas, que produzca afectación en

situaciones generales y abstractas (se denomina ley) o en

situaciones particulares y concretas (se denomina acto de

autoridad en sentido estricto), teniendo como características el

ser imperativo, unilateral y coercitivo.

Los elementos esenciales del acto de autoridad se

derivan de su propio concepto, y son los siguientes

a).- Que sea emitido por un órgano del Estado provisto

de facultades de decisión o de ejecución, ya de hecho, ya de

derecho, que produzca afectación en la esfera jurídica del

gobernado;

b).- Que sea imperativo, lo que implica tener la fuerza

jurídica, realizada en ejercicio de la autoridad soberana del

11 lntegrante del Poder Ejecutivo, ya sea estatal, municipal c un organismo
descentralizado.
12 Entendida la fundamentación como el deber que tiene la autoridad de expresar, en el

mandamiento escrito, los preceptos legales que regulen el hecho y las consecuencias
jurídicas que pretenda imponer el acto de autoridad, presupuesto que tiene su origen
en el principio de legalidad que en su aspecto imperativo consiste en que las
autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite.
13 Que se traduce en la expresión de las razones por las cuales la autcridad considera
que los hechos en que basa su proceder se encuentran probados y son precisamente
los previstos en la disposición legal que afirma aplicar.
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Estado, para ordenar que se realice su voluntad, dentro de la

esfera jurídica del gobernado;

c).- Que sea unilateral, es decir, para que sea dictado

no se requiere un acuerdo de voluntades entre la entidad

soberana -el Estado-, y el gobernado, sino que aquel lo

realiza según su voluntad, sin tomar en consideración el

parecer del particular, y

d).- Que sea coercitivo, ya que la autoridad del Estado

tiene la facultad de hacer valer sus determinaciones por medio

de la fuerza, cuando éstas no se cumplan o no se respeten de

forma voluntaria por el gobernado.

De lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución

Federalse desprende que la emisión de todo acto de molestia

precisa de la concurrencia indispensable de tres requisitos

mínimos, a saber:

1).- Que se exprese por escrito y contenga la firma

original o autógrafa del respectivo funcionario;

2).- Que provenga de autoridad competente; y,

3).- Que en los documentos escrltos en los que se

exprese, se funde y motive la causa legal del procedimiento.

Atento a lo anterior, la LJUSTICIAADVMAEMO ni la

LORGTJAEMO, definen lo que se debe entender por acto de

autoridad; sin embargo, establecen en sus artículos 1 primer

párrafo y 18 fracción, apartado B, fracción ll, inciso a),

respectivamente, lo siguiente:

15



Artículo l. En el Estado de Morelos, toda persona tiene derecho a
controvertir los actos, omisiones, resoluciones o cualquier otra
actuación de carácter administrativo o fiscal emanados de
dependencias del Poder Ejecutivo del Estado, de los
Ayuntamientos o de sus organismos descentralizados, que
afecten sus derechos e intereses legítimos conforme a lo dispuesto
por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la
particular del Estado, los Tratados lnternacionales y pcr esta ley.

1 Artículo *18. Son atribuciones y competencias del Pleno

B) Competencias

ll. Resolver los asuntos sometidos a su jurisdicción, por lo que
conocerá de:
a) Los juicios que se promuevan en contra de cualquie'acto, omisión,
resolución o actuación de carácter administrativo o fiscal que, en
el ejercicio de sus funciones, dicten, ordenen, ejecuten o
pretendan ejecutar las dependencias que integran la
Administración Pública Estatal o Municipal, sus organismos
auxiliares estatales o municipales, en perjuicio de los particulares;

(Lo resaltado es de este Tribunal)

De una interpretación armónica de los artículos antes

transcritos, tenemos que para el juicio de nulidad debemos

entender como acto de autoridad a la declaracién de voluntad

de una dependencia o entidad de la administración pública del

Estado o del Municipio, que en ejercicio de sus atribuciones

legales o reglamentarias dicta, ordena. ejecuta o pretende

ejecutar; que tiene por objeto la creac¡ón, modificación o

extinción de situaciones jurídicas concretas, que afectan los

derechos e intereses legítimos de los ciudadanos.

Por lo tanto, para que sea acto de autoridad, el mismo

debe contener primariamente, la declaración de voluntad de la

autoridad.

Asimismo, de la definición del acio de auioridad de la

enciclopedia jurídica mexicana antes impreso se advierte que

se ve corroborada con aquella que señala la Ley de
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Procedimiento Adminisfrativo para el Estado de Morelos, en

relación a lo que se debe entender por acto administrativo, que

lo define en los siguientes términos:

ARTICULO 4.- Para los efectos de esta Ley se entiende por:

- Dec r una
ctaoe

del Municipio en eiercicio de sus atribu ciones leqales o
r to

ón de

ll.- Autoridad Administrativa.- Aquélla que dicta, ordena, ejecuta o trata
de ejecutar un acto administrativo;

En el presente expediente, el   

, realizó el acto impugnado consistente en

la Ceftificación Médica de folio  de fecha dieciocho de

febrero del dos mil veintitrés, a nombre de  

 (Sic), donde se estableció en la lmpresión

Diagnóstica'.    

De la lectura de dicha certificación se desprende que el

 , le llevó a cabo a la
parte actora una revisión médica, para determinar si se

encontraba en estado etílico, llegando al resultado antes

descrito.

De un análisis de lo anterior se tiene que el  

 no actuó como autoridad para

los efectos del juicio de nulidad, sino como profesional que, en

ejercicio de sus conocimientos médicos, revisó y dictaminó el

grado etílico de la demandante.

Es entonces que, se puede concluir que el  

, ho dictó, promulgó, publicó,

17
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ordenó, ejecutó o trató de ejecutar algún acto administrativola

o acto de autoridadls, sino solamente se limitó a plasmar su

dictamen médico tocante a la revisión que le hizo a la

justiciable.

Por lo tanto, la certificación médica, de fecha dieciocho

de abril de dos mil veintitrés, emitida por el 

 no es un acte de autoridad.

Por que como se advierte el acto que se analiza, carece

de imperio, facultad decisoria, para que por su conducto se

estuviera dictando alguna orden tendiente que represente un

acto administrativo o acto de autoridad, porque exclusivamente

se estaba haciendo constar el estado etílico de la actora

Por lo tanto, se configura la causal de

improcedencia prevista en la fracción XV del artículo 37 de la

LJUSTICIAADVMAEMO, que dispone:

Artículo 37. El juicio ante el Tribunal de Justicia Administrativa es

improcedente en contra de:

XV. Actos o resoluciones de las dependencias que no constituyan en

sí mismos, actos de autoridad, y

Al haberse configurado la causal de improcedencia en

estudio, se sobresee el presente juicio respecto al acto

14 Acto Administrativo.- Declaración de voluntad dictada por una dependencia o entidad de la

Administración Pública del Estado o del Municipio en ejercicio de sus atribuciones legales o

reglamentarias, que tiene por objeto la creación, modificación o exlinción de situaciones
jurídícas concretas. (Artículo 4, fracción I de la Ley de Frocedimiento Administrativo para el

Estado de Morelos)

1s Ya definido previamente.
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impugnado hecho valer en la ampliación de la demanda,

consistente en

3. "...Certificación médica de folio , de fecha dieciocho de febrero
del dos mil veintitrés, suscrifo por el ..."
(Sic.)

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 38

fracción ll de la LJUSTICIAADVMAEMO, 9ue dispone:

Artículo 38. Procede el sobreseimiento deljuicio

ll. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniera o
apareciese alguna de las causas de improcedencia a que se refiere
esta Ley;

De ahí que el presente juicio únicamente se llevará en

contra del Juez Cívico del Ayuntamiento de Cuernavaca,

Morelos; y solo serán motivo de estudio las defensas y

excepciones que esta autoridad haya hecho valer; quien a su

vez refirió que se configuraba la causal de improcedencia

prevista por el artículo 37 fracciones Vlll y lX de la

LJUSTICIAADVMAEMO, que señalan a la letra:

Artículo 37. El juicio ante el Tribunal de Justicia Administrativa es
improcedente en contra de:

X. Actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales, aquellos
en contra de los cuales no se promueva eljuicio dentro deltérmino que
al efecto señala esta ley;

Porque a su consideración la parte actora al firmar de

conformidad, la audiencia oral de fecha dieciocho de febrero

de dos mil veintitrés, aceptó su comportamiento y con ello

haber cometido la falta, lo que conlleva en evidencia a la

exteriorización expresa de una determinación de la voluntad

19



libre y consiente sin que hubiese mediado coacción alguna,

con el contenido y efectos legales del Acta que nos ocupa.

Lo cual es inoperante, esto es así, porque el hecho de

la actora firmara el acta de Audiencia Oral; no es que la haya

consentido; tan es así que como se adviefte, el demandante

se está inconformando en tiempo y forma.

Más si se siguen suftiendo los efectos del acto

impugnado, entendiendo que la demandada tiene en sus

arcas el ingreso monetario que htzo la actora, por un acto que

a su parecer es ilegal, procediendo en su caso, a la

devolución del monto en cuestión; a todo lo anterior sirve de

el siguiente criterío publicado por la Suprema Corte de

Justicia de la Nación:

MULTAS, CASOS EN QUE SU PAGO NO HACE IMPROCEDENTE
EL AMPARO.16

El hecho de que elquejoso haya pagado una multa que le fue impuesta,
no implica en manera alguna la consumación del acto de un modo
irreparable, porque de concederse el amparo en definitiva,
fácilmente podrían restituirse las cosas al estado que guardaban
antes de la violación, mediante devolución que haga la autoridad
responsable, al agraviado, del importe de esa multa; además, la

circunstancia de que elquejoso haya pagado la multa, no significa
el consentimiento del acto, si lo hizo para evitarse las molestias
consiguientes a la prisión, ya que la defensa de la libertad personal,

autoriza el empleo de todos los medios que la ley pone al alcance del

hom bre para conservarla.

(Lo resaltado es añadido)

16 Época: Quinta Época, Registro: 329704, lnstancia: Segunda Sala Tipo de Tesis:

Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la FederaciÓn, Tomo LXll, Materia(s):

Administrativa, Tesis: Página: 420 Amparo administrativo. Revisión del auto que

desechó la demanda 5973/39. Flores Pedro. 9 de octubre de 1939. Unanimidad de cinco

votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.
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Analizado el presente asunto no se desprende alguna

otra causal de improcedencia por la cual este órgano colegiado

deba pronunciarse.

7. ESTUDIO DE FONDO

7. 1 El planteamiento del caso

Se procede al análisis de la cuestión planteada. Así tenemos

como impugnados:

La Audiencia oral, con número de folio  celebrada

en Cuernavaca, Morelos, de fecha dieciocho de

febrero del dos mil veintitrés, suscrita por el Juez

Cívico , mediante la cual

dicha autoridad le impuso una multa que ascendió a la

cantidad de   
    

La multa de fecha dieciocho de febrero del dos mil

veintitrés por la cantidad de   

     misma que deriva

del acta de audiencia oral impugnada en el punto

número uno del presente capitulo..." (Sic.)

7.2 Presunción de legalidad

En la República Mexicana, así como en el Estado de

Morelos, los actos de autoridad gozan de presunción de

legalidad, esto en términos del primer párrafo del adículo 16

de la Constitución Política de /os Esfados Unrdos Mexicanos

del que se advierten los requisitos de mandamiento escrito,

autoridad competente, fundamentación y motivación, como

21.



garantías instrumentales que, a su vez, revelan la adopción en

el régimen jurídico nacional del principio de legalidad, como

una garantía del derecho humano a la seguridad jurídica,

acorde al cual las autoridades sólo pueden hacer aquello que

expresamente les facultan las leyes, lo cual se apoya en el

siguiente criterio:

pRrNcrpro DE LEGALTDAD. cARAcrEnísrtces DE su DoBLE
FUNcToNALTDAD rRRrÁruoosE DEL Acro ADMtNtsrRATtvo Y
su nelecrór coN EL DrvERSo DE tNTERolcctór.¡ DE LA
ARBITRARIEDAD Y EL CONTROL JURISDICCIONALl?.

Del artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, se advierten los requisitos de
mandamiento escrito, autoridad competente y fundamentación y
motivación, como garantías instrumentales que, a su vez, revelan la

adopción en el régimen jurídico nacional del principio de legalidad,
como una garantía del derecho humano a la seguridad jurídica, acorde
al cual las autoridades sólo pueden hacer aquello para lo que
expresamente les facultan las leyes, en el entendido de que éstas, a

su vez, constituyen la manifestación de la voluntad general. Bajo esa
premisa, el principio mencionado tiene una doble funcionalidad,
particularmente tratándose del acto administrativo, pues, por un lado,

impone un régimen de facultades expresas en el que todo acto de
autoridad que no represente el ejercicio de una facultad expresamente
conferida en la ley a quien lo emite, se considerará arbitrario y, por ello,

contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo que legitima a las
personas para cuestionar la validez de un acto desajustado a las leyes,
pero, por otro, bajo la adopción del mismo principio como base de todo
et ordenamiento, se genera la presunción de que toda actuación
de la autoridad deriva del ejercicio de una facultad que la ley le
confiere, en tanto no se demuestre lo contrario, presunción de
legalidad ampliamente reconocida tanto en la doctrina como en la
legislación nacional. Así, el principio de legalidad, apreciado en su

mayor amplitud, da cabida al diverso de interdicción de la arbitrariedad,
pero también conlleva que éste opere a través de un control
jurisdiccional, lo que da como resultado que no basta que elgobernado
considere que determinado acto carece de fundamentación y

motivación pa.ra que lo estime no obligatorio ni vinculante o lo señale
como fuente de un derecho incontrovertible a una sentencia que lo
anule, sino que, en todo caso, está a su cargo recurrir a los órganos de
control a hacer valer la asumida ausencia o insuficiencia de

fundamento legal y motivación dentro de dicho procedimiento y, a su

Vez, corresponderá a la aUtoridad demostrar que el acto cuestionado
encuentra sustento en una facultad prevista por la norma, so pena de
que sea declarado contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo que

revela que los procedimientos de control jurisdiccional, constituyen la

17 Época: Décima Época. Registro: 2005766. lnstancia: Tribunales Colegiados de

Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la

Federación. Libro 3, febrero de 2014, Tomo lll. Materia(s): Constitucional. Tesis:
|V.2o.A.51 K (1 0a.) Página: 2239.
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última garantía de verificación del respeto al derecho a ra seguridad
jurídica, cuyas reglas deben ser conducentes y congruentes con ese
propósito.

(Lo resaltado es añadido)

Por lo anterior, la carga de la prueba corresponde a la

parte actora. Esto vinculado con el aftículo 380 primer

párrafols del cPRoclvlLEM de aplicación complementaria a

la LJUSTICIAADVMAEMO de conformidad a su artículo 71e,

cuando el primero señala, que la parte que afirme tendrá la

carga de la prueba de sus respectivas proposiciones de hecho

y los hechos sobre los que el adversario tenga una presunción

legal.

7.3 Razones de impugnación de mayor beneficio

Las razones de impugnación, se encuentran visibles en

el escrito inicial de demanda a fojas de la 06 a la 09 del

expediente principal y de la ampliación dé la demanda se

encuentra a fojas 69 a la 75 del expediente principal.

Dado el análisis en su conjunto de lo expresado por la

parte actora en las razones por las que se impugna los actos

que demanda, este Tribunal en Pleno se constriñe a analizar

las razones de impugnación que le traiga mayores beneficios.

18 ARTICULO 386.- Carga de la prueba. Las partes asumirán la carga de la prueba de
los hechos constitutivos de sus pretensiones. Así, la parte que afirme tendrá la carga de
la prueba, de sus respectivas proposiciones de hecho, y los hechos sobre tos que el
adversario tenga a su favor una presuncién legal.

1e Artículo 7. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal se sustanciarán y
resolverán con arreglo a los procedimientos que señala esta Ley. A falta de disposición
expresa y en cuanto no se oponga a lo que prevé este ordenamiento, se estará a lo
dispuesto por el Código Procesal Civil para el Estado Libre y Soberano de Morelos; en
materia fiscal, además a la Ley General de Hacienda del Estado de Morelos, el Código
Fiscal del Estado de Morelos, la Ley General de Hacienda Municipal del Estado de
Morelos, y la ley o decreto que crea un organismo descentralizado cuyos actos se
impugnen; en materia de responsabilidad de los servidores públicos a la ley estatal en
la materia, en lo que resulten aplicables.
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A lo anterior sirve de apoyo por analogía el siguiente criterio

jurisprudencial:

CONCEPTOS DE VIOLACION EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO
DE Los euE DETERMTNEN su coNcEsróru DEBE ATENDER AL
pRrNcrpro DE MAyoR BENEFrcro, puDrÉruoose oMrrR EL DE
AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN
LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE
REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES.2O

De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo
del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con
independencia de la materia de que se trate, el estudio de los
conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al
principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que,

aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso,
inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto,
deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional
determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación,
atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se

declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho
contenido en elarlículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los

ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de
justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos alconocimiento
de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas
cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado,

afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado
inconstitucional.

(Lo resaltado no es origen)

Concepto que no se trascribe literalmente, pues el

deber formal y material de exponer los argumentos legales en

que se apoye esta sentencia Y analizar las cuestiones

planteadas, no depende de la inserción material de los

aspectos que conforman la litis, sino de un apropiado estudio.

20 No. Registro: 179.367,Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, lnstancia:

Pleno, Fue,nte: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXl, Febrero de 2005,

Tesis: P.1J.312005, Página: 5. Contradicción de tesis 37l2003-PL. Entre las sustentadas
por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de

agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz.

Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.

ElTribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy siete de febrero en curso, aprobÓ,
con el número 312005,|a tesis jurisprudencialque antecede. México, Distrito Federal, a

siete de febrero de dos mil cinco.
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La parte actora señala como agravio en su escrito de

demanda que, se impugna el acto que ataca por ausencia de

fundamentación y motivación de la competencia por materia,

territorio, grado y tiempo de la autoridad que emitió el acto

administrativo consistente en:

La Audiencia oral, con número de folio  celebrada

en Cuernavaca, Morelos, de fecha dieciocho de

febrero del dos mil veintitrés, suscrita por el Juez

Cívico , mediante la cual

dicha autoridad le impuso una multa que ascendió a la

cantidad de   
 

Asimismo, argumenta que, la autoridad emisora al

omitir en el acto administrativo, los cuerpos legales y preceptos

jurídicos que le otorguen competencia, la deja en un estado de

indefensión.

La autoridad responsable contestó en tiempo la

demanda instaurada en su contra y argumentó que resulta

infundada e inatendible, toda vez que el acto que se impugna

se encuentra apegado a derecho, fundado y motivado, y la
multa impuesta se aplicó porque la parte actora contravino el

Bando de Policía y Buen Gobierno del Municipio de

Cuernavaca, Morelos.

Es fundado y suficiente para declarar la nulidad del

acto impugnado, lo que manifiesta la parte actora, respecto

a la falta de competencia de la autoridad que emite el acto que

se reclama, en virtud que en la Audiencia Oral con número de

folio , de fecha dieciocho de febrero de dos mil veintitrés

25



que el Juez Cívico de Cuernavaca, Morelos, llevó a cabo, no

se especificó la fracción, inciso, subinciso que le otorga las

facultades con la envestidura de Juez Cívico para emitir la

multa de la que se adolece la parte actora; porque en ella se

señalaron los artículos 126, 133, 128fracción ly Vl y 134 del

Bando de Policía y Buen Gobierno del Municipio de

Cuernavaca, Morelos, que a la letra dicen:

ARTICULO *126.- El procedimiento en materia de faltas a los
ordenamientos legales que así lo determinen, se substanciará en
términos de lo establecido en el Reglamento lnterior del Juzgado Cívico
del Ayuntamiento de Cuernavaca.

ARTíCULO '128.- Para los efectos del artículo anterior se considerarán
lnfracciones o faltas:

l.- Alterar el orden público y atentar contra las buenas costumbres y la
moral;

ll.- Dañar o hacer mal uso de las obras que prestan un servicio público
e infringir las normas administrativas emitidas por el H. Ayuntamiento;

lll.- lnfringir las disposiciones legales y reglamentarias relativas al

equilibrio ecológico y la protección del medio ambiente;

lV.- Atentar en contra de la salud pública;

V.- Quienes se encuentren bajo la influencia de algún estupefaciente,
droga o enervante en la vía pública o se duerma en la misma; y

Vl.- Los que ingieran bebidas alcohólicas en vía pública, lugares de uso

común y a bordo de cualquier automotor, incluso las consideradas
como bebidas'de moderación.

ARTÍCULO *133. - Las infracciones contenidas en este Bando se
podr"án sancionar con:

[.- Amonestación;

ll.- Multa hasta por 500 días de salario mínimo general vigente en el

Estado;

lll.- Suspensión de permiso, licencia o concesión;

lV.- Clausura;

V.- Retención de mercancías, instrumentos u objetos materia de la

infracción;

VI.- Demolición de construcciones; y

Vll.- Arresto hasta por 36 horas;

Vlll.- Trabajo a favor de la Comunidad

lX. Revocación de la licencia de funcionamiento, permiso o concesión
otorgada por el Ayuntamiento de Cuernavaca a los infractores del

artículo 132,fracción Xl, del presente Bando.

ARTÍCULO 134.-LaAutoridad Municipal al imponer la sanción deberá
fundamentarla, motivarla y tomará en cuenta para su clasificación:
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a) La gravedad de la infracción o del daño causado;

b) La condición socioeconómica del infractor; y

c) Los reincidentes, se harán acreedores al máximo de la sanción
establecida en el artículo anterior.

(El énfasis es propio)

De lo anterior se desprende que, de la Audiencia Oral

con número de folio  no se localizael fundamento que le

otorga las facultades al Juez Cívico de Cuernavaca, Morelos,

de imponer multas; es decir, en el contenido de la audiencia

oral, únicamente refiere en la parte que interesa:

"...   y Juez Cívico en turno, quien actúa de forma
legal en cumplimiento a lo dispuesfo por los artículos 126, 133 y 134
de Bando de Policía y Buen Gobierno del Municipio de Cuernavaca...",

Y de los preceptos legales señalados no se desprende

alguno que le confiera competencia al Juez Cívico ylo

facultades para imponer alguna sanción como lo es la multa;

sin que sea suficiente que el artículo 126 del Bando de Policía

y Buen Gobierno del Municipio de Cuernavaca, Morelos,

refiera que el procedimiento en materia de faltas a los

ordenamientos legales que así lo determinen, se substanciará

en términos de lo establecido en el Reglamento lnterior del

Juzgado Cívico det Ayuntamiento de Cuernavaca; porque

tampoco se alude el precepto de esa norma que así lo
disponga; traduciéndose tal acto de molestia en un menoscabo

a la seguridad jurídica, el cual se encuentra consagrado en la

Constitución Política de /os Esfados Unidos Mexicanos. Al no

hacerlo así, deja en estado de indefensión al particular, al

desconocer que si la autoridad involucrada tenía o no para

inferir en su esfera jurídica. A lo anterior sirve de apoyo por

analogía el siguiente criterio jurisprudencial:
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COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO
ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. 21

Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de
legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16
constitucionales, se acrrierte que los actos de molestia y privación
deben, entre otros rcquisitos, ser emitidos por autoridad
competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia
jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad
necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado
expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el
carácter con-que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto
que otorgue tal legitimación. De [o contraric, se dejaría al afectado
en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte
a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es
evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación
se encuentra o no denlro del ámbito competencial respectivo, y es
conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté
en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo
en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede
acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma,
acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en
contradicción con la ley fundarnental o la secundaria.

Así tenemos que a competencia es un presupuesto

procesal, por ello esta au:oridad se encuentra ccnstreñida a

revisar que los actos impugnados sean emitidos por

autoridades competentes y que así lo Sustenten en los actos

que emitan; lo cual tiene base en el siguiente criterio

jurisprudencial:

COMPETENCIA DE LAS AUTOR¡DADES ADM¡NISTRATIVAS. AL
SER UN PRESUPUESTO PROCESAL CUYO ESTUDIO ES DE

ORDEN PÚBLICO LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE

JUSTIC¡A FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEBEN ANALIZARLA DE

OFICIO, SIN DIST¡NGUIR SI SE TRATA DE LA INDEBIDA,

INSUFICIENTE O DE LA FALTA DE FUNDAMENTAGTÓN DE

AQUÉLLA.22

21 Suprema Corte de Justicia de la tlación, Registro digital: 2D5463,lnstancia: Pleno,

Octava Época, Materias(s): Común. -esis: P.1J.10194, Fuente: Gaceta del Semanario

Judicialde la Federación. Núm. 77, Llayo de 1994, página 12, Tipo: Jurisprudencia

22 Registro digital: 172812; lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Novena Epoca;

Mateiias(s): Administrativa, Tesis: Vlll.3o. Jl22; Fugnte: Semanario Judiciat de la

Federación y su Gaceta. Tomo )fiV, Abril de2007, página 1377;Tipc;. Jurisprudencia
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.
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De la interpretación de las tesis jurisprudenciales p.lJ. j0lg4,2a.lJ.
99/2006, 2a.1J.5712001 y 2a.lJ. 11s/2oos, pubricadas en la Gaceta del
semanario Judicial de la Federación, octava Época, Número 77, mayo
de 1994, página 12 y semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,
Novena Época, Tomos XXIV, julio de 2006; XlV, noviembre de 2001:;
y, XXll, septiembre de 2005, páginas 345,31y 310, respectivamente,
dE rUbrOS: ''COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO
ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD."; "COMPETENC|A DE LA
AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO DE NULIDAD. DEBE
ANALIZARSE EN TODOS LOS CASOS POR EL TRIBUNAL
FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.'';
''COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN
EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE
MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO
LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU
CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO.''; Y
''COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL
MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE
MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL
PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN
EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O
SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE
TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE
LA PARTE CORRESPONDIENTE."; se colige que cuando se analiza
la competencia material, por grado o territorio de cualquier autoridad

Revisión fiscal 2312007. Administrador Local JurÍdico de Torreón en el Estado de
Coahuila. 13 de febrero de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Ezequiel Neri Osorio.
Secretaria: Lilián González Martínez.
Revisión fiscal 47412006. Administrador Local Jurídico de Torreón en el Estado de
Coahuila, en representación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, del Jefe
del Servicio de Administración Tributaria y otras autoridades. 20 de febrero de 2007.
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Lobato Martinez. Secretaria: María del Pilar
Aspiazu Gómez.
Revisión fiscal 47812006. Administrador Local Jurídico de Torreón en el Estado de
Coahuila, en representación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, del Jefe
del Servicio de Administración Tributaria y otras autoridades. 20 de febrero de 2007.
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Lobato Martínez. Secretario: José Enrique
Guerrero Torres.
Revisión fiscal 483/2006. Administrador Local Jurídico de Torreón en el Estado de
Coahuila, en representacíón de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, del Jefe
del Servicio de Administración Tributaria y otras autoridades. 20 de febrero de 2007.
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Lobato Martínez. Secretario: Luis Sergio Lomelí
Cázares.
Revisión fiscal 489/2006. Administrador Local Jurídico de Torreón en el Estado de
Coahuila, en representación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, del Jefe
del Servicio de Administración Tributaria y otras autoridades. 20 de febrero de 2007.
Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Lobato Martínez. Secretaria: María del Pilar
Aspiazu Gómez.
Notas: Esta tesis contendió en la contradicción 14812007-35 resuelta por la Segunda
Sala, de la que derivó la tesis 2a.1J.21812007, que aparece publicada en el Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV!, diciembre de 2007,
página 154, con el rubro: "COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE
LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EI- JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO,
DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA
FISCAL Y ADMI NISTRATIVA.''
Esta tesis contendió en la contradicción 134l2007-SS que fue declarada sin materia por
la Segunda Sala, toda vez que sobre el tema tratado existe la tesis 2a.lJ. 21812007.
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administrativa, entre las que se incluye a la fiscal, no cabe distinguir
entre su falta o ausencia o una indebida o incompleta fundamentación,
para que las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y
Administrativa estén obligadas a examinarla en forma oficiosa,
toda vez que, como presupuesto procesal que atañe a la correcta
integración de un procedimiento, es una cuestión de orden
público, mayor aún en un procedimiento que concluye con una
resolución definitiva que establece cargas fiscales a un particular. Lo

anterior es así, ya que por imperativo del artículo 16 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos la autoridad que lleva a
cabo un acto de molestia, tiene la ineludible obligación de
justificar a plenitud que está facultada para hacerlo, lo cual implica
necesariamente que cuenta con competencia para ello en los tres
ámbitos mencionados, es decir, por razón de materia, grado o

territorio, expresando en el documento respectivo e carácter con el que

suscribe y el'dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue dicha
legitimación, aun en el supuesto de que la norma legal no contemple
apartados, fracción c fracciones, inciso y subincisos, pues en tal caso,
debe llegar incluso al extremo de, hacer la transcripción
correspondiente del precepto en que funde debidamente su

competencia, toda vez que la garantía de fundamentación consagrada

en el citado artículo 16, lleva implícita la idea de exactitud y precisión

en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad

administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, ya que

sólo así podrá justificar si su actuáción se encuentra dentro del ámbito

competencial respectivo; de tal manera que si en un acto de molestia

no se citan con exactitud y precisión las no-mas legales que facultan a
la autoridad administrativa para afectar al gobernado, ese acto

concreto de autoridad carece de eficacia y validez, en tanto que aquélla

no proporcionó IOs elementos esenciales que permitan conocer sitiene
competencia para incursionar en la esfera jurídica del particutar, pues

de lo contrario se le dejaría en estado de indefensión, toda vez que

ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto

normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del

que emana y en ese sentido, aun cuando la indebida, insuficiente o

falta de fundamentación de la competencia de la autoridad generan la

ilegalidad de la resolución administrativa en términos de la fracción ll

del ar1ículo 238 del Código Fiscal de la Federación. vigente hasta el 31

de diciembre de 2005, cuyo contenido sustancial se reproduce en la

fracción ll del articulo 51 de la Ley Federal de Procedimiento

Contencioso Administrativo, relativa a la omisión de los requisitos
formales exigidos por las leyes; conforme alcontenido y alcance del

penúltimo párrafo de ese numeral; coincide'lte con el penúltimo párrafo

del invocado artículo 51, las Salas del T:ibunal Federal de Justicia

Fiscal y Administrativa están obligadas a examinarla de oficio, al

resultar ilegal el acto combatido, precisamente por la actuación o

intervención de una autoridad que no acreditó tener competencia.

(Lo resaltado es prcpio)
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En esa línea de legalidad tenemos que, el artículo 16 de

la constitución Política de /os Esfados Unidos Mexicanos

establece en su primer párrafo que:

Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles
o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad
competente, que funde y motive la causa legat del procedimiento. En
los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se
establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia
de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del
cumplimiento de lo previsto en este párrafo...

(Énfasis añadido).

De ese artículo se obtiene como requisito esencial y una

obligación de la autoridad, fundar en el acto de molestia su

competencia, ya que la autoridad sólo puede hacer lo que la

ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que

haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para

ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido

específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por

tanto, para considerar que se cumple con el derecho de

fundamentación establecido en el artículo 16 de ta Constitución

Federal, es necesario que la autoridad precise

exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado

o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo

que le otorgue la atribución ejercida, citando, en su caso el

apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de

que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una

norma compleja, habrá de transcribirse la parte

correspondiente, con la única finalidad de especificar con

claridad, certeza y precisión las facultades que le

corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el

gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas

legales que señale la autoridad en el documento que contiene
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el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y

territorio para actuar er la forma en que lo hace, dejándolo en

estado de indefensión, pués ignoraría cuál de toCas las normas

legales que integran el texto normativo es la específicamente

aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón

de materia, grado y territorio.

, En ese contexto, en atención a lo dispuesto por la

fracción ll del numeral 4 de la LJUSTICIAADVMAEMO que

señala:

Artículo 4. Serán causas de nulidad de los actos imcugnados

ll. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes,
siempre que afecte las defensas del particular y trascienda al
sentido de la resolución Ímpugnada, inclusive la ausencia de
fundamentación o motivación, en su caso;

Se declara la nulidad lisa llana de acto impugnado

consístente en:

La Audiencia oral, con número de folio  celebrada

en Cuernavaca, lt/orelos, de fecha dieciocho de

febrero del dos mil veintitrés, suscrita por el Juez

Cívico Licenciado , mediante ia cual

dicha autoridad le impuso una multa que ascendió a la

cantidad de   

7.4 Pretensiones.

La parte actora er el presente juicio, solicitó como

pretensiones:

"ta nulidad lisa y llana del acto impugnedo, así como Ia devo[ución del
rnonto pagado con sus respeotivas actualizaciones correspondientes
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por todo el tiempo que transcurra en el presente procedimiento hasta
le ejecución de su respectiva senfencra." (Sic)

.a) La nulidad lisa y llana de la audiencia oral, con número de forio 
celebrada en cuernavaca, Morelos, de fecha 1B de febrero det 2023,
suscrifo por el Juez Cívico   

b) como consecuencia de la pretensión que antecede, ra devorución
del pago con sus respectivas actualizaciones, correspondiente portodo
el tiempo que transcurra el presente procedimiento administrativo
hasta la ejecución de su respectiva sentencia, con respecto det cobro
que se desprende de la factura de pago (CFDI), serie  con folio

4, con número de serie del ceftificado emisor
, de fecha 18 de febre o det 2023, por la

cantidad de      

c) La nulidad lisa y llana de la certificación medica de folio , de fecha
dieciocho de febrero del dos mil veintitrés, suscrifo por el 

."

Respecto a la nulidad del acto impugnado consistente en

Audiencia oral, con número de folio , celebrada en

Cuernavaca, Morelos, de fecha dieciocho de febrero del dos

mil veintitrés, suscrito por el Juez Cívico de Cuernavaca,

Morelos, , la misma han quedado

satisfecha en el capítulo que antecede, al haber declarado su

la nulidad.

En relación a la nulidad de la certificación medica de folio

623, de fecha dieciocho de febrero del dos mil veintitrés,

suscrito por el   es

improcedente al declararse el sobreseimiento de esa

documental al no ser un acto de autoridad, como se razonó

con antelación.

En consecuencia, es procedente la pretensión de que

se devuelva a la parte actora la cantidad de  

     

respecto del cobro que se desprende de la factura de pago

(CFDI), serie  con folio , con número de serie del
33



certificado emisor , de fecha

dieciocho de febrero del dos mil veintitrés al derivar de un acto

determinado como ilegal, la cual deberá depositarse en la

Quinta Sala de este Tribural.

Tocante a la devolución del pagc con sus respectivas

actualizaciones, por todo e tiempo que transcurra el presente

procedimiento administrativo hasta la ejecución de su

respectiva sentencia se razona lo siguiente:

Por tanto, con moiivo de haber declarado la nulidad lisa

y llana de la Audiencia oral, con número de folio , celebrada

en Cuernavaca, Morelos. de fecha dieciocho de febrero del dos

mil veintitrés, de la cual emana la multa antes señalada, en

términos de lo dispuesto por el segundo párrafo del artículo 89

de la LJUSTICIAADVMAEMO, quedó sin efectos esta y la
autoridad responsable está obligada a otorgar o restituir al

actor en el goce de los derechos que le hubieren sido

indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que

establezca la sentencia. Surgiendo a favor de la justiciable el

derecho a obtener la devolución por pane del fisco municipal

de la suma de dinero que entregó, al actualizarse la figura de

pago de lo indebido.

El pago de lo indebido es aquel que surge por la

ausencia de legalidad en la obligación tributaria o la

declaración de insubsistencia del acto de autoridad si el pago

se efectuó en cumplinriento de éste, con lo cual cesa la
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apariencia de legalidad y los pagos debidos se transforman en

indebidos, total o parcialmente.23

Esto es, nació la obligación por parte de la autoridad, de

reintegrar al particular las sumas indebidamente percibidas; sin

embargo, la aludida obligación no se colma con que se le
reintegre exclusivamente el monto de lo que pagó con motivo

23 ACTUALIZNCIÓT.¡ DE CANTIDADES A DEVOLVER POR EL FISCO. EI RRIfCUIO
22 DEL cÓoIco FIScAL DE LA reornRclÓN QUE lR pnevÉ DE MANERA
DISTINTA sTcÚru DERIVE DE UN SALDo A FAVoR o DE UN PAGo DE Lo
INDEBIDO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA.

El derecho a la devolución por pago de lo indebido surge por la existencia de un error
de hecho o de derecho en las etapas de nacimiento o determinación de la obligación
tributaria que requiere de la concurrencia de dos elementos: el pago y la ausencia de
legalidad en la obligación tributaria, requisito este último que presupone la rectificacién
del error, la declaración de insubsistencia delacto de autoridad si el pago se efectuó en
cumplimiento de éste, o bien la revocación o nulificación total o parcial del acto
administrativo de autodeterminación del contribuyente o de determinacíón de la
autoridad en el recurso administrativo o juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de
Justicia Fiscal y Administrativa, dadas la presunciones de legalidad de los actos de
autoridad y de certidumbre de los actos de autodeterminación del contribuyente, con lo
cual cesa la apariencia de legalidad y los pagos debidos se transformarán en indebidos,
total o parcialmente. En cambio, el derecho a la devolución por sa[do a favor surge por
la mecánica propia de tributación de las contribuciones en la etapa de determinación y
liquidación de la obligación tributaria, ya sea, entre otros conceptos por deducciones
legales autorizadas, por el acreditamiento de pagos provisionales efectuados o de otras
contribuciones, pero sin que exista error de hecho o de derecho ni, por tanto, ilegalidad.
De la anterior diferencia en la causa generadora del derecho a la devolución cuando
existe un pago de lo indebido realizado mediando un error de hecho o de derecho y
cuando se trata de un saldo a favor por la mecánica propia de tributación de una
contribución deriva que el inicio en el periodo de actualización de la cantidad materia de
devolución debe ser distinta tratándose de uno y otro, pues en el saldo a favor es hasta
que se realiza la determinación y liquidación de la contribución cuando surge el derecho
del contribuyente de que se le reintegre la cantidad relativa, sin que medie pago
improcedente alguno, a diferencia del pago de lo indebido en el cual es precisamente
este pago que por error se realizó el que da lugar a su devofución. Por esas razones, el
artículo 22 del Código Fiscal de la Federación que prevé la justificada distinción, no viola
el principio de equidad tributaria contenido en el artÍculo 31, fracción lV, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el inicio del periodo de
actualización de la contribución, atendiendo al fin que con ella se persigue de dar al
monto de la devolución su valor real cuando se reintegra, debe diferir conforme a la
causa generadora del derecho a la devolución, dando lugar a que el inicio del periodo
del cómputo de actualización sea diverso, para que efectivamente la actualización
cumpla el objetivo de reintegrar la cantidad a valor real en la fecha en que se realiza la
devolución correspondiente, a saber mediante la previsión legal de que en la devolución
por saldo a favor se actualice la cantidad desde el mes en que se presentó la declaración
en que se determinó el saldo y en el pago de lo indebido desde el mes en que se efectuó
éste. Época: Novena Epoca. Registro: 162440.lnstancia: Segunda Sala. Tipo de Tesis:
Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX|ll, abril
de 2011. Materia(s): Constítucional, Administrativa. Tesis: 2a. X)(Xlll201 1. Página: 669.
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de acto de autoridad declarado nulo, pues es evidente que el

transcurso del tiempo, el valor de las c3sas, inclusive el dinero

pierde su poder adquisitivo.

Sentado lo anterior, cabe señalar que los artículos 46

47, 48 y 50 del Cóoigo Fiscal para el Estado de Morelos

establecen:

Artículo *46. El monto de las contribuciones, de los
aprovechamientos así como de las devoluciones a cargo del Fisco
estatal, se actualizará por eltranscurso deltiempo y con motivo de los
cambios de precios en el país. Esta actualización deberá realizarse
desde la fecha en qre el pago debió efe,:iuarse y hasta que el mismo
se realice; tratándose de devolución la actualización abarcará el
periodo comprendido desde el mes en que se realizó el pago de lo
indebido y ha.sta aquel en que la devolución esté a disposición del
contribuyente.
Para el caso de depósito en cuenta, se entenderá que la devolución
está a disposición del contribuyente, a partir de la fecha en que la
autoridad efectúe d depósito en la institrción financiera que señale en
la solicitud de devolución o la institución que señale con motivo de
algún juicio de amparo en el que se hubiese ordenado la devolución, y
para el caso de devolución mediante cheque nominativo, en el
momento en que éste es emitido y se hace saber al contribuyente de
ello.
Para los fines de la actualización prevista en este artículo, se aplicará
el factor de actualización que se obtend'á dividiendo el INPC del mes
anterior al más reciente del perioCo entre el citado índice
correspondiente al mes anterior al más antiguo de dicho periodo que
corresponda. Las contribuciones, los aprovechamientos, así como
las devoluciones a cargo del Fisco estatal, no se actualizarán por
fracciones de mes.
El INPC que debe apllcarse está referdo al que en términos de las
disposiciones aplicables publique el lnstil.rto Nacional de Estadística y
Geografía. En los casos en que el íncice correspondiente al mes
anterior al más reciente del período no haya sido publicado, la
actualización de que se trate se realizará aplicando el último índice
mensual publicado.
Los valores de bienes u operaciones se adualiarán de acuerdo con lo
dispuesto por este artículo, cuando Jas leyes fiscales así lo
establezcan. Las disposiciones señalarán en cada caso el período de
que se trate.
Las cantidades actuaiizadas conservan la naturaleza jurídica que
tenían antes de la aclualización. El montc de éstas, determinado en los
pagos provisionales y del ejercicio, no se'á deducible ni acreditable.
Cuando el resultado de la operación a cue se refiere el primer párrafo
de este artículo sea menor a 1, el facror de actualización que se
aplicará al monto de las contribuciones, aprovechamientos y
devoluciones a cargo del Fisco, así coro a lcs valores de bienes u
operaciones de que se traten será de 1.
Para determinar el monto de las cantidades a que se refiere el párrafo
anterior, se conside:erán, inclusive, las fracciones de peso; no obstante
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lo anterior, dicho monto se ajustará para que las cantidades de 0.01 a
5.00 pesos en exceso de una decena, se ajusten a la decena inmediata
anterior y de 5.01 a 9.99 pesos en exceso de una decena, se ajusten a
la decena inmediata superior.
Cuando de conformidad con las disposiciones fiscales se deban
realizar operaciones arltméticas con el fin de determinar factores, las
mismas deberán calcularse hasta el diezmilésimo. Cuando el
diezmilésimo obtenido sea mayor a cinco, se ajustará la decena con un
punto hacia arriba, y si es igual o inferior a cinco, la decena quedará
como hubiere resultado. El resultado de estas operaciones será el
factor aplicable.

Artículo *47. Cuando no se cubran las contribuciones en la fecha y
dentro del plazo fijado en las disposiciones fiscales, además de
actualizar su monto desde el mes que debió hacerse el pago y hasta
que el mismo se efectúe, deberán pagarse recargos por concepto de
indemnización al Fisco por la falta de pago oportuno.
Los recargos se calcularán sobre eltotal del crédito fiscaly se causarán
hasta por cinco años y mientras subsistan las facultades de la autoridad
para determinar el crédito fiscal o para obtener su cobro mediante el
procedimiento administrativo de ejecución o, en su caso, mientras no
se haya extinguido el derecho del particular para solicitar la devolución
de cantidades pagadas indebidamente o de saldos a favor. En su
cálculo se excluirán los propios recargos, la indemnización a que se
refiere el sexto párrafo de este artículo, los gastos de ejecución y las
multas.
Cuando él pago hubiera sido menor al que corresponda, los recargos
se computarán sobre la diferencia.
Los recargos se calcularán aplicando al monto de las contribuciones
las tasas que fije anualmente la Ley de lngresos del Gobierno del
Estado de Morelos, para el caso de saldos insolutos por cada uno de
los meses transcurridos entre eltérmino señalado para el cumplimiento
de la obligación y la fecha en que se realice el pago o cuando se trate
de prórroga para la realización del pago o en el caso de pagos en
parcialidades.
Los recargos se causarán por cada mes o fracción que transc.Jrra a
partir de la fecha de exigibilidad hasta que se efectúe el pago o hasta
su vencimiento.
Cuando los recargos determinados por el contribuyente sean inferiores
a los que calcule la oficina recaudadora, ésta deberá aceptar el pago y
procederá a exigÍr el remanente. La falta de pago inmediato de un
cheque expedido para cubrir un crédito fiscal por parte de la institución
a cuyo cargo se hubiere librado, dará derecho a la Secretaría a exigir
del librador el pago del importe del mismo, los recargos y una
indemnización que será el 20o/o del valor del cheque, sin perjuicio de
que se tenga por no cumplida la obligación y se cobren los créditos,
recargos y sanciones que sean procedentes. Esta indemnización y los
demás créditos se harán efectivos mediante el procedimiento
administrativo de ejecución.
En caso de aprovechamientos, los recargos se calcularán de
conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo de este artículo.
Para el caso de las multas impuestas por infracciones a las
disposiciones legales o reglamentarias que no sean de carácter
fiscal, no se causarán recargos.

Artículo 48. Cuando el sujeto pasivo haya enterado cantidades
derivadas de operaciones que no produjeron los ingresos que se
gravaron, haya enterado cantidades en exceso de las que legalmente
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estaba obligado, o su situación jurídica, o de hechc no coincidía con el
hecho que generó el crédito fiscal, y siempre que no haya habido
repercusión o traslación del crédito fiscal, tendrá derecho a la
devolución o compensación de las cartidades que pagó indebidamente
o en exceso.
Las autoridades fiscales están obligadas a devolver las
cantidades pagadas indebidamente y las que procedan de
conformidad con las leyes fiscales. La devolución podrá hacerse de
oficio o a petición del interesado. En caso de contribuciones que se
hubieran retenido o recaudado a terceros. la devolución deberá ser
solicitada y sólo se efectuará a los contribuyentes a quienes se les
hubiera retenido o recaudado la contribución de que se trate.
Tratándose de los impuestos trasladados, la devolución por pago de lo
indebido se efectuará a las personas que hubieran pagado el impuesto
a quien lo causó, siempre que no lo hayan acreditado; por lo tanto,
quien trasladó el impuesto, ya sea en forma expresa y por separado o
incluido en el precio, no tendrá derecho a solicitar su devolución.
Cuando la contribución se calcule por ejercic:os únicamente se podrá
solicitar la devolución delsaldo a favorde quien presentó la declaración
de su ejercicio, salvo que se trate del cumplimiento de resolución o
sentencia firme de autoridad competente, en cLyo caso podrá
solicitarse la devolución independientemente de la presentación de la
declaración.
Si el pago de lo indebido se hubiera efectuado en cumplimiento de acto
de autoridad, el derecho a la devolución nace cuando dicho acto
hubiera quedado sin efectos. Lo dispuesto en este párrafo no es
aplicable a la determinación de diferencias por errores aritméticos, las
que darán lugar a la devolución sianrpre que no haya prescrito la
obligación en los términos del último párrafc de este artículo.
Las autoridades fiscales podrán devolver una cantidad menor a Ia
solicitada por los contribuyentes, cuando con motivo de la revisión
efectuada a la documentación e información aportados por el
contribuyente que ya obren en su poder, exista certeza que la cantidad
que se devuelve es la que corresponCe. En este caso, la solicitud se
considerará negada por la parte que no sea devuelta, salvo que se trate
de errores aritméticos o de forma, en cuyo caso deberá comunicarse
esta circunstancia al interesado. Cuando las autoridades fiscales
mediante oficio regresen la solicitud de devolución a los contribuyentes,
se considerará que ésta fue negada en su totalidad. Para tales efectos,
las autoridades fiscales deberán fundar y motivar las causas que
sustentan la negativa parcial o total de la devolución respectiva.
Cuando corresponda la devolución de una contribución, deberá
efectuarse dentro del plazo de tres meses siguientes a la fecha en que
se presentó la solicitud ante la autoridad fiscal competente, con todos
los datos, informes y documentos requeridos, incluyendo para el caso
de que se solicite la devolución para depósito en cuenta del solicitante,
los datos de la institución integrante del sistema financiero y el número
de cuenta para transferencias electrónicas del contribuyente en dicha
entidad financiera debidamente integrado, de conformidad con las
disposiciones del Banco de México, así como cualesquier otro dato o
constancia que se solicite en forma perticular. El Fisco deberá pagar
intereses conforme a una tasa que será igual a la prevista para los
recargos, en términos del artículo 47 de este Código. Los intereses se
calcularán sobre las cantidades que procede devolver,
excluyendo los propios intereses, y se computarán desde que se
tenga derecho a la devolución hasta la fecha en que se efectúe la
misma o se pongan las cantidades a disposición del interesado.
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cuando las autoridades fiscales soliciten la coraboración de otras
autoridades estatales o municipales de acuerdo al artículo g6 del
presente código, para determinar la procedencia de la devolución, se
suspenderán los plazos previstos en el párrafo anterior, para efectuar
la misma hasta en tanto se obtenga la información solicitada, debiendo
notificar dicha situación al solicitante de la devolución.
Tratándose de contribuciones que tengan un fin específico sólo podrán
compensarse contra la misma contribución.
En ningún caso los intereses a cargo del Fisco excederán de los que
se causen en los últimos cinco años.
Cuando las autoridades fiscales procedan a la devolución de
cantidades señaladas como saldo a favor en las declaraciones
presentadas por los contribuyentes, sin que medie más trámite que la
simple comprobación de que se efectuaron los pagos de contribuciones
que el contribuyente declara haber hecho, la orden de devolución no
implicará resolución favorable al contribuyente. si la devolución se
hubiera efectuado y no procediera, se causarán recargos en los
términos delartículo 47 deeste código, sobre las cantidadei devueltas
indebidamente y los posibles intereses pagadós por las autoridades
fiscales, a parlir de la fecha de la devolución.
La obligación de devolver las cantidades a favor de los contribuyentes
prescribe en cinco años a partir de que nació el derecho a la
devolución.

Artículo *50. Cuando el contribuyente presente una solicÍtud de
devolución que sea negada y posteriormente sea concedida por la
autoridad en cumplimiento de una resolución dictada en un r€curso
administrativo o de una sentencia emitida por un órgano jurisdiccional,
el cálculo de los intereses, en términos del artículo 47 de este Código,
se efectuará a partir de:
l. Tratándose de saldos a favor o cuando el pago de lo indebido se
hubiese determinado por el propio contribuyente, a partir de la fecha
en que se hubiera presentado la solicitud de devolución, y
ll. Cuando el pago de lo indebido se hubiese realizado por haber sido
determinado por la autoridad, a partir de que se pagó dicho crédito.
Cuando no se haya presentado una solicitud de devolución de
pago de lo indebido y la devolución se efectúe en cumplimiento a
una resolución emitida en un recurso administrativo o a una
sentencia emitida por un órgano jurisdiccional, el cálculo de los
intereses se efectuará a partir de que se interpuso el recurso
administrativo o, en su caso, la demanda deljuicio respectivo, por
los pagos efectuados con anterioridad a dichos supuestos.
Cuando el Fisco deba pagar intereses a los contribuyentes sobre
las cantidades actualizadas que les deba devolver, pagará dichos
intereses conjuntamente con la cantidad principal objeto de la
devolución actualizada.
En el caso que las autoridades fiscales no paguen los intereses a que
se refiere este artículo, o los paguen en cantidad menor, se considerará
negado el derecho al pago de los mismos, en su totalidad o por la parte
no pagada, según corresponda.
La cantidad entregada al contribuyente en concepto de devolución, se
aplicará primero a intereses y, posteriormente, a las cantidades a que
por disposición de ley tenga derecho el contribuyente y a aquéllas que
fueron pagadas indebidamente. En caso que existan remanentes a
favor del particular, se deberán pagar intereses por éstos.

(Énfasis añadido)

:¿

{o

o-:
=.:
f ) c

.=i
-o.9 ¡-

tr:N -.:

39



De la transcripción que antecede, ef, lo que aquí

interesa, las autoridades fiscales están obligadas a devolver

las cantidades pagadas indebidamente y las que procedan

de conformidad con las leyes fiscales.2a

Los aprovechamientos deben actualizarse por el

transcurso del tiempo y con motivo de los cambios de precios

en el pars.

Que, tratándose de devolución, la actualización

abarcará el período comprendido desde el mes en que se

realizó el pago de lo indebido y hasta aquel en que la

devolución esté a disposición del contribuyente.

Que, para los fines de la actualización prevista en el

artículo 46 del Código Fiscal det Estado de Morelos, se

aplicará el factor de actualización que se obtendrá dividiendo

el índice Nacional de Precios al ConsumÍdor (INPC) del mes

anterior al más ieciente del período entre el citado índice

correspondiente al mes anterior al más antiguo de dicho

período que corresponda.

Que las contribuciones, los aprovechamientos, asÍ

como las devoluciones a cargo del Fisco estatat, no se

aclualizarán por fracciones de mes. El INPC que debe

aplicarse está referido al que en términos de las disposiciones

aplicables publique el lnstituto Nacional de Estadística y

Geografía (lNEG|). En los casos en que el índice

correspondiente a.l mes anterior al más reciente del período no

2a Artículo 48, segundo párrafo del eódigo Fiscal
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haya sido publicado, la actualización de que se trate se

realizará aplicando el último índice mensual publicado.

Sobre estas bases, es procedente condenar a la

demandada a la devolución de la cantidad enterada

debidamente actuatizada, desde el mes en que se realizó el

pago (febrero de 2023), hasta el mes en que se cumpla con

esta sentencia; toda vez que las contribuciones, los

aprovechamientos, así como las devoluciones a cargo del

Fisco Estatal, no se actualizan por fracciones de mes.

Debiéndose ceñir a los lineamientos que se establecen en el

artículo 46 del Código Fiscal del Estado de Morelos.

7.5 Presuntas irregularidades

Como se desprende de autos, se declaró la nulidad del

acto impugnado, porque el Juez Cívico

, omitió sustentar su competencia; lo que trajo como

consecuencia que se condena ra aladevolución de la cantidad

de    

  que la actora pagó por concepto de multa,

misma que deberá cubrirse debidamente actualizada, desde

el mes en que se realizó el pago (febrero de 2023), hasta el

mes en que se cumpla con esta sentencia; así como al pago

de intereses, los cuales deberán calcularse a partir de que se

interpuso la demanda (diez de marzo del dos mil veintitrés) y

hasta que se cumpla con la sentencia.

Ocasionando un menoscabo al e.rario público del

Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos y que, de seguirse

repitiendo pudieran causar se sigan perdiendo los juicios, así

41.



como la emisión de condenas económicas en detrimento de la

institución. Omisién que puede constituir violacicnes al

ejercicio del servicio público.

Por lo antes narrado, se concluye que por las prcbables

actos y omisiones antes enunciados es procedente dar vista a

la Contraloría del Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos, a fin

de que, en el ámbito de su competencia realice las

investigaciones correspondientes y determine lo que en

derecho proceda, debiendo de informar el resultado de las

mismas al Tribunal.

Dando con ello cumplimiento a parte final del artículo

8925 de la LJUSTICIAADVMAEMO, que prevé la

obligatoriedad, de que en las sentencias que se dicten por este

Tribunal, se indique si en su caso existió por parte de las

autoridades demandadas en sus acciones u omisiones,

violación de lo dispuesto por la Ley Estatal de

Responsabilidades de los Seruidores Público*u y las relativas

al Sistema Estatal Anticorrupción y atendiendo la obJigación

que se encuentra establecida en el artículo 49, fracción 1127, de

25 Artículo 89.

Las Sentencias deben de indicar en su caso si existió por parte de las Autoridades
dernandadas en sus actuaciones o por omisiones violaciones a a Ley Estatal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos y las relativas al Sistema Estatal
Anticorrupción, el Pleno del Tribunal deberá dar vista a los órganos internos Ce control
correspondientes o a la Fiscalía Anticorrupción para que eiectúen el análisis de la vista
ordenada en la resolución y de ser viable realicen las investigaciones correspondientes
debiendo de informar el resultado cie las mismas al Tribunal de Justicia Administrativa.

26 Actualmente Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de lúorelos,
en vigor a partir del 19 de julio de\2017. Periódico Oficial 5514, publicado en esa misma
fecha.
27 Artículo 49. lncurrirá en Falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos
u omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligacirnes siguientes:

t...
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la Ley General de Responsabilidades Administrativas y en el

artículo 222 segundo párrafo del código Nacionat de

Procedimientos Penale*8. Lo que también tiene apoyo en los

artículos 6 fracción l2s y 51 fracción ll30 de ra Ley de

ll. Denunciar los actos u omisiones que en ejercicio de sus funciones llegare a advertir,
que puedan constituir Faltas administrativas, en términos del artículo g3 de la presente
L"y;

28 Artículo 222. Deber de denunciar

Toda persona a quien le conste que se ha cometido un hecho probablemente
constitutivo de un delito está obligada a denunciarlo ante el Ministerio Público y en caso
de urgencia ante cualquier agente de la Policia.

Quien en ejercicio de funciones públicas tenqa conocimiento de la probable existencia
de un hecho que la lev señale como delito. está oblioado a enunciarlo inmediatamente
al Ministerio Ptlblico, proporcionándole todos los datos que tuviere, poniendo a su
disposición a los imputados, si hubieren sido detenidos en flagrancia. Quien tenga el
deber jurídico de denunciar y no lo haga, será acreedor a las sanciones
correspondientes.

Cuando el ejercicio de las funciones públicas a que se refiere el párrafo anterior,
correspondan a la coadyuvancia con las autoridades responsables de la seguridad
pública, además de cumplir con lo previsto en dicho párrafo, la intervención de los
servidores públicos respectivos deberá limitarse a preservar el lugar de los hechos hasta
el arribo de las autoridades competentes y, en su caso, adoptar las medidas a su
alcance para que se brinde atención médica de urgencia a los heridos si los hubiere,
asÍ como poner a disposición de la autoridad a los detenidos por conducto o en
coordinación con la policía.

2e Artículo 6. Los Servidores Públicos observarán en el desempeño de su empleo,
cargo o comisión, los principios de disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo,
honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia y eficiencia
que rigen el servicio público. Para la efectiva aplicación de dichos principios, los
Servidores Públicos observarán las siguientes directrices:
l. Actuar conforme a lo que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas
les atribuyen a su empleo, cargo o comisión, por lo que deben conocer y cumplir las
disposiciones que regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones;

30 Artículo 51. lncurrirá en Falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos
u omisiones incumplan o transgredan los principios de legalidad, honradez, lealtad,
imparcialidad y eficiencia que rigen la prestación delservicio público, debiendo observar
aquellos y las obligaciones siguientes:

ll. Denunciar los actos u omisiones que en ejercicio de sus funciones llegare a
advertir, que puedan constituir Faltas administrativas, en términos del artículo g3 de la
Ley General;
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Respons abilidades Administrativas para el estada de

Morelossl .

Siendo aplicable al presente asunto de manera

orientadora la tesis aislada:

pRESUNToS Acros DE connupc¡óru ADVERTTDoS DEL
EXpEDTENTE. EL JUEZ DE AMpAno esrÁ FAcULTADo pARA

DAR VISTA OFICIOSAMENTE A LA AUTORIDAD COMPETENTE
PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HUB¡ERA LUGAR.3'

Si de las constancias de autos y de las manifestaciones de las partes

se advierten presuntos actos de corrupción cometidos, ya sea entre las
partes o entre las partes y los operadores de justicia, el juzgador de

amparo está facultado para dar vista oficiosarente a la autoridad
competente para los efectos legales a que haya ugar. Por tanto,
aunque no sea litis en eljuicio de origen la cuestión del presunto acto
de corrupción, sino la prestación de servicios profesionales entre el
quejoso y su abogado patrono como tercero nteresado, el Juez
constitucional debe actuar er ese sentido.

8. EFECTOS DEL FALLO

Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado

de la demanda y ampliación de demanda cons¡stente en:

La Audiencia oral, con número de folio celebrada

en Cuernavaca, Morelos, de fecha dieciocho de

febrero del dos mil veintitrés, suscrita por el Juez

Cívico  mediante la cual

dicha autoridad le impuso una multa que ascendió a la

3lActualmenteenvigora partirdellgdejulio de\2017. PeriódicoOficia 5514, publicado
en esa misma fecha.

32 Déc¡ma Epoca, Registro: 2017179,lnstancia:Tribunales Colegrados de Circuito, Tipo
de Tesis: Aislada, Fuenté: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 55,
Junio de 20'18, Tomo lV, Materia(s): Común, Tesis: 1.3o.C.96 K (10a.), Página: 3114,|a
cuala la letra dice:
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo directo 40512016.24 de agosto de 2016. Unanimidad de votos. Fonente: Paula
Maiía GarcÍa Villegas Sánchez Coldero. Secretaria: María Alejandra Suárez Morales.
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cantidad de   
    

La autoridad demandada Juez cívico del Ayuntamiento

de cuernavaca, Morelos, deberá devolver a la parte actora la

cantidad de     

  debidamente actualizada en

términos del presente fallo.

Esto como lo solicitó la parte actora; lo anterior con

fundamento en el artículo 333 de la LJUSTICIAADVMAEMO;

al estar este Tribunal dotado de plena jurisdicción, autonomía

e imperio suficiente para hacer cumplir sus determinaciones.

En consecuencia, se condena a la autoridad

demandada el Juez Cívico de Cuernavaca, Morelos, a dar

cumplimiento a la presente resolución, para lo cual se le

concede un término improrrogable de diez días, contados a

partir de que cause ejecutoria la presente resolución, debiendo

ínformar del acatamiento del presente fallo a la Quinta Sala de

este Tribunal dentro del mismo plazo, apercibiéndola de que

en caso de no hacerlo se procederá a agotar el procedimiento

de ejecución de la sentencia en términos la legislación

aplicable.

A dicha observancia están obligadas las autoridades,

que aún y cuando no han sido demandadas en el presente

33 RRTíCULO 3. El Tribunal de Justicia Administrativa cuenta con las facultades,
competencia y organización que establece la Constitución PolÍtica de los Estados
Unidos Mexicanos, la particular del Estado, esta Ley y la normativa aplicable; forma
parte activa del Sistema Estatal Anticorrupción y está dotado de plena jurisdicción,
autonomía e imperio suficiente para hacer cumplir sus determinaciones.
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juicio, por sus funciones deban intervenir en el cumplimiento

de esta sentencia.

En aval de lo afirmado, se invoca la siguiente tesis de

jurisprudencia, de rubro y texto siguientes.

AUToRTDADES No sEñALADAS como RESpoNSABLES. esrÁru
OBLIGADAS A REALIZAR LOS ACTOS NECESARIOS PARA EL
EFICAZ CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE AMPARO.34

Aun cuando las autoridades no hayan s,do designadas como
responsables en eljuicio de garantías, pero en razón de sus funciones
deban tener intervención en el cumplimiento de la ejecutoria de
amparo, están obligadas a realizar, dentro de los límites de su
competencia, todos los actos necesarios para el acatamiento íntegro y
fiel de dicha sentencia protectora, y para que logre '¡igencia real y
eficacia práctica.

9. PUNTOS RESOLUTIVOS

PRIMERO. Este Tribunal es competente para conocer

y fallar el presente asunto, en los términos precisados en

capítulo 4 de la presente resolución.

SEGUNDO. Se sobresee el presente juicio respecto a

las autoridades Tesorero Municipal del Ayuntamiento de

Cuernavaca, Morelos y la Elemento de la Policía

Preventiva de Guernavaca,   

 y en relación al acto impugnado consistente en la

Certificación Médica de folio , de fecha dieciocho de

febrero del dos mil veintitrés, suscrito por el  
 

3a Época: Novena Época; Registro: 172605: lnstancia: Primera Sala; Tipo de Tesis:
Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y s.t Gaceta; Tomo XXV,
Mayo de 2007; Materia(s): Común; Tesis: 1a.lJ.57t20OT: págna:144.
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TERCERO. Son fundados los argumentos hechos

valer por la parte actora en contra de la autoridad demandada

Juez Cívico del Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos, en

términos de las aseveraciones vertidas en el subcapítulo 7.3.

CUARTO. Se declara la ilegalidad y por ende la

nulidad del acto impugnado en términos de la presente

relativo a la Audiencia oral, con número de folio celebrada

en Cuernavaca, Morelos, de fecha dieciocho de febrero del

dos mil veintitrés, suscrita por el Juez Cívico de Cuernavaca,

Morelos

QUINTO. Se condena a la autoridad demandada Juez

Cívico de Cuernavaca, Morelos, a la devolución de la cantidad

de      

 como motivo de la sanción de multa que se

lmpuso, debidamente actualizada de conformidad al

presente fallo

SEXTO. En su oportunidad archívese el presente

asunto como total y definitivamente concluido.

9. NOTIFICACIONES

Notifíquese a las partes como legalmente corresponda

10. FIRMAS

Así por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron los

integrantes del Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa

del Estado de Morelos, Magistrado Presidente GUILLERMO

ARROYO CRUZ, Titular de la Segunda Sala de lnstrucción,

quien emite voto concurrente; MARIO GÓMEZ tÓpEZ,

Secretario de Estudio y Cuenta habilitado en funciones de
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Magistrado de la Primera Sala de lnstrucción3s; HILDA

MENDOZACAPETILLO Secretaria de Acuerdos habilitada en

funciones de Magistrada de la Tercera Sala de lnstrucción36;

quien emite voto concurrente; Magistrado MANUEL GARCÍA

QUINTANAR, Titular de la Cuarta Sala Especializada en

Responsabilidades AdmÍnistrativas y Magistrado JOAOUíN

ROQUE GONZÁLEZ CEREZO, Titular de la euinta Sala

Especializada en Responsabilidades Administrativas y

ponente en el presente asunto; en términos de la Disposición

Transitoria Cuarta del decreto número 3448 por el que se

reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley

Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa oel Estado de

Morelos y de la Ley de Justicia Administrativa det Estado de

Morelos, publicada en el Periódico Oficial "Tierra y Libeftad"

número 5629 de fecha treinta y uno de agosto de dos mil

dieciocho; ante ANABEL SALGADO CAPISTRÁN, Secretaria

General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

DEL ESTADO DE MORELOS EN PLENO.

35 En términos del artículo 70 de la Ley Orgánica detTribunat de Justi=ia Administrativa
del Estado de Morelos; 97 segundo párrafo del Reglamento lntericr del Tribunal de
Justicia Administrativa del Estado de Morelos y al acuerdo PTJN23/2022 aprobado en
la Sesión Extraordinaria número trece de fecha veíntiuno de junio de dos mil veintidós.

36 En términos del artículo 70 de la Ley Orgánica delTribunat de Justicia Administrativa
del Estado de Morelos; 97 segundo párrafo del Reglamento lnterior Cel Tribunat de
Justicia Administrativa del Estado de Morelos y al acuerdo PTJN40l2023 aprobado en
la Sesión Extraordinaria número cinco de fecha veintiuno de diciembre de dos mil
veintitrés.
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MAGISTRADO

MANUEL GARCíA QUINTANAR

TITULAR DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA

EN RESPONSABI LI DADES ADM I N ISTRATIVAS

MAGIST DO

o

E GON L CEREZO

TITULAR DE LA QUINTA SALA PECIALIZADA

EN RESPONSABILIDADES AD ISTRATIVAS

SEC AGE L E ACUERDOS

ANABEL CAPISTRAN

ANABEL SALGADO CAPI N, Secretaria General de Acuerdos de este
Tribunal de Justicia Ad iva del Estado de Morelos, CERTIFICA: que
estas firmas corresponden a la resolución emitida por este Tribunal tcta
Adrninistrativa del Estado de Morelos, en la que se resolvió elju den ad
TJA/S"SEM/JDN-056/2023, promovido por

 en contra de la TESORE RíA M UNICIP L AYU IE DE
CUERNAVACA, MORELOS Y OTROS. Misma
fecha veintinueve de mayo del dos milve

AMRC/jom.

a da en de
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VOTO CONCURRENTE QUE EMITEN EL MAGISTRADO

GUILLERMO ARROYO CRUZ, TITULAR DE LA SEGUNDA

SALA DE INSTRUCCIóN Y LA SECRETARIA DE ACUERDOS

HILDA MEND OzA CAPETILLO HABILITADA EN

FUNCIONES DE MAGISTRADA DE LA TERCERA SALA DE

rNsrRuccróru AMBos DEL TRTBUNAL DE JusrrcrA
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MORELOS, EN EL

ExpEDTENTE ¡¡úueno TJAIsasERA/JDN-o56/2 o2g,
PROMOVTDO pOR ,

coNTRA Acros DE LA rrsonenÍe MuNrcrpAL DEL

AYUNTAMTENTO DE CUERNAVACA, MORELOS y OTROS,

BAJO LO SIGUIENTE:

Los suscritos estamos de acuerdo con la resolución que emite

este Pleno, que declara la nulidad lisa y llana de la Audiencia

Oral, con número de folio , celebrada en Cuernavaca,

Morelos, de fecha de dieciocho de febrero del dos mil veintitrés,

emitida por el Juez Cívico del Ayuntamiento de Cuernavaca,

Morelos, mediante la cual dicha autoridad le impuso una multa

a la parte actora, que ascendió a la cantidad de  
      ; al no encontrar

el fundamento que le otorga las facultades al Juez Cívico de

Cuernavaca, Morelos, de imponer multas.

Sin embargo, los suscritos disentimos de dar vista a la

Contraloría del Ayuntamiento de Cuernavaca, Morelos, para que

realice las investigaciones correspondientes, al haberse perdido

el juicio por parte de la autoridad y condenarse a devolverse el

pago realizado por la actora por concepto de multa debidamente

actualizada, y sus respectivos intereses, al considera

omisión que puede constituir violaciones al ejercicio del

público.
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Lo anterior, en cumplimiento al último párrafo del artículo 89 de

la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, y

conforme a la tesis aislada de la Décima Época, Registro:

20L7179, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de

Tesis: Asilada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la

Federación, Libro 55, Junio de 2018, Tomo IV, Materia (s);

Común, Tesis: I.3.Oc.96 k (10a.), Página:3LL4,la cual a la letra

diCC: PRESUNTOS ACTOS DE CORRUPCIÓN ADVERTIDOS DEL

EXPEDIENTE. EL JUEZ ESTÁ FACULTADO PARA DAR VISTA

OFICIOSAMENTE A LA AUTORIDAD COMPETENTE PARA LOS

EFECTOS LEGALES A LOS QUE HUBIERA LEGAL.

Ello es así, atendiendo si bien es cierto el artículo 89 de la Ley

de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, establece en

su último párrafo "Las Sentencias deben de indicar en su caso si

existió por parte de las Autoridades demanCadas en sus actuaciones

o por omisiones violaciones a la Ley Estatal de Responsabitidades de

los Servidores Públicos y las relativas al Sistema Estatal

Anticorrupción, el Pleno del Tribunal deoerá dar vista a los órganos

internos de control correspondientes o a la Fiscalía Anticorrupción para

que efectúen el análisis de la vista ordenada en Ia resolución y de ser

viable realicen las investigaciones correspondientes debiendo de

informar el resultado de las mismas al Tribunal de Justicia

Administrativa.", el dispositivo en que se apoya el Pleno convierte

a este Tribunal en inquisidor, lo que no es compatible con la

naturaleza jurisdiccional; y porque además, consideramos que

llegado el caso, se actualizarían en lo futuro, causales de

impedimento que imposibilitaría a los Magistrados del

conocimiento de los asuntos que tuvieron como origen, la vista

dadaF la Contraloría del Ayuntamientc de Cuernavaca, Morelos,'t

en ¡prminos del multicitado artículo; caso por el cual se emite el

' .' p#.sente voto.
. !t.r .-F. .t ill,o^'"\
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Ello con independencia de que, la obligación de denunciar es

para el supuesto de que el hecho de corrupción se actualice

entre las partes, esto €s, actor o administrado, autoridad

demandada y operador jurídico; y ño, para que esa facultad

prevista en el último párrafo del artículo 89 de la Ley de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos, se deba extender hasta el

procedimiento administrativo del cual emana el acto aquí

impugnado, lo cual nos da el carácter de autoridad

investigadora, naturaleza que no corresponde a este Tribunal.

CONSECUENTEMENTE SOLICITAMOS SE INSERTE EN LA

SENTENCIA DE IT'IÉRITO, LO ANTES EXPRESADO PARA QUE

FORM E PARTE INTEGRANTE Y EN FORMA TEXTUAL DE LA

MISMA.

FIRMA EL PRESENTE ENGROSE EL MAGISTRADO GUILLERMO

ARROYO CRUZ, TITULAR DE LA SEGUNDA SALA DE

INSTRUCCTÓru Y LA SECRETARIA DE ACUERDOS HILDA

MENDOZA CAPETILLO HABILITADA EN FUNCIONES DE

MAGISTRADA DE LA TERCERA SALA DE INSTRUCCIÓN AMBOS

DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE

MORELOS; ANTE LA SEC

ANABEL SALGADO CAPIST

RET L,^DE ACUERDOS,

GUI CRUZ
TITULAR DE LA S LA DE INSTRUCCI ON

HILDA
SECRETARIA DE ACU

CAPETILLO
ER HABILITADA EN FUNCIONES

DE MAGISTRADA DE LA TERCERA SALA DE
INSTRUCCIóN.

EN DA

TRADO

N,Q

MAG
RM
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“En términos de lo previsto en los artículos 3 fracciones IX y X y 6 de la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados; 3 fracción XXI, 68 fracción VI, 113 y 116 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública; y 3 fracciones XXV y 
XXVII, 49 fracción VI, 84, y 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Moleros, en esta versión pública se 
suprime la información considerada legalmente como reservada o 
confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.




